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(vid. págs. 253 y ss.) o de los «nuevos» de-
rechos de los adquirentes de los servicios
funerarios, en cuanto consumidores y/o
usuarios (págs. 215 y ss.).

Según lo expuesto, la obra aporta refle-
xiones sumamente interesantes al llama-
do derecho mortuorio, vertebrándolas
desde la liberalización de los servicios fu-
nerarios operada en 1996, su acierto o no,
sus luces y sombras; lo que conduce a
analizar lo que hasta entonces era la le-
gislación vigente, a electos de actualizar-
la. Por ello, y partiendo de las limitacio-
nes inherentes a lo que es una monogra-
fía básica, el autor pretende —y lo
consigue— una puesta al día del derecho
mortuorio, incorporando las novedades
legislativas más destacables sobre todo a
nivel autonómico, lo que lleva a veces a
dejar en evidencia las carencias de este
seclor de nuestro Ordenamiento. Todo
ello hace de la obra una especie de «Ma-
nual» para los diversos operadores del
mundo funerario, si bien la complejidad
del ordenamiento jurídico-mortuorio es
tal que cada uno de sus segmentos mere-
cería atención específica, y no sólo desde
una perspectiva iusadministrativista.
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Universidad de Alicante

QUADRA-SAI.CEÜO, Tomás de la: Corpora-
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Diputado de Barcelona-Marcial Pons,
Madrid, 1999.

1. El Profesor DE LA QUADRA-SALCEDO
ha publicado recientemente una breve
monografía en la que recoge su aporta-
ción al Seminario de Régimen Local que
periódicamente se viene celebrando,
bajo el patrocinio de la Diputación de
Barcelona y la Universidad Carlos III de
Madrid, con la finalidad de debatir la
problemática de la Administración Lo-
cal en nuestros días.

La aludida brevedad del libro ofrece
una primera pista sobre su contenido, al
descubrir que aquel no pretende ser un

nuevo tratado de régimen local, ni si-
quiera, acotando el objeto, de la activi-
dad económica de la vida local. Sin em-
bargo, sí contiene una toma de postura
con relación a determinadas cuestiones
derivadas de aquel tema principal. Por
eso, resulta interesante ir descubriendo
página a página cómo el autor Iraduce
sus planteamientos jurídicos en respues-
tas coherentes, compartidas o no, a los
problemas que suscita la Administra-
ción Local y su actividad económica.

2. Tomás DE LA QUADRA acostumbra
a dotar sus trabajos de unas virtudes
muy preciadas para el lector. Se trata
del orden y la capacidad de síntesis en
la exposición. Ambas destacan también
en la presente publicación, facilitando
tanto su lectura como su comprensión.
De este modo, el libro se presenta es-
tructurado en dos partes claramente di-
ferenciadas. Una de ellas dedicada a la
problemática de la actividad económica
de las Entidades Locales; mientras que
la otra, más reducida por no ser el obje-
to principal de la obra, destaca algunas
materias de actualidad en el panorama
general de la aclividad económica pú-
blica.

Lo cierto es que el autor no lleva a
cabo un estudio pormenorizado de to-
dos los presupuestos y requisitos de la
aclividad económica local, sino que
opta por detenerse en aquellos aspectos
que suscitan su inquietud y por ofrecer
su interpretación de los mismos. Ahora
bien, la selección de las cuestiones so-
bre las cuales reflexiona no supone que
eluda la exposición sistemática de las
previsiones que en nuestro ordenamien-
to permiten la participación de la Admi-
nistración Local en el tráfico económi-
co. Al contrario, pues al hilo de la enu-
meración de cada una de ellas, el
Profesor DE LA QUADRA articula los espa-
cios en los que se adentra para aportar
su contribución.

3. Lógicamente, el recorrido co-
mienza en el pilar de la actividad eco-
nómica pública: el mandato constitu-
cional contenido en el artículo 128.2 de
nuestra Carta Magna, en el que se reco-
noce la iniciativa pública en la activi-
dad económica, si bien exigiéndose que
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sólo mediante ley se podrá reservar al
sector público recursos o sen-icios esen-
ciales.

La lectura de esta disposición suscita
en el autor una serie de interrogantes a
las que va a dedicar su atención. Así, en
primer lugar, se pregunta si la reserva
de lev que contempla el precepto consti-
tucional supone un ataque a la autono-
mía local, también constkucionalmente
garant izada. Ciertamente, la Norma
Fundamental, al reconocer la iniciativa
económica del sector público, lo hace
sin excluir en ningún momento la ini-
ciativa de las Entidades Locales. Sin
embargo, toda vez que la actividad eco-
nómica que se pretenda realizar con re-
serva de recursos o servicios esenciales
precisa de la previa habilitación legal, se
está impidiendo que la Administración
Local despliegue en plenitud su autono-
mía, ya que su potestad normativa no se
expresa a través de normas con rango
de ley. De ahí que esta confrontación in-
vite al profesor a elaborar una argumen-
tación que concilie las citadas reserva
legal y autonomía local.

A continuación, y todavía al hilo de la
interpretación del precepto constitucio-
nal, T. DI; LA QLADRA reflexiona sobre los
tipos de normas que cumplen con aque-
lla reserva material y, en concreto, so-
bre cuál es el papel que puede desempe-
ñar el decreto-ley en este ámbito. La
cuestión no es ociosa, pues no olvide-
mos que fue el Real Decreto-ley 7/1996,
de 7 de junio, sobre medidas urgentes
de carácter fiscal y de fomento y libera-
lización de la actividad económica, el
que dio una nueva redacción al artículo
86.3 de la LBRL en el que se enumera la
lista de servicios reservados a las Enti-
dades Locales.

El estudio de las posibilidades del de-
creto-ley discurre por el cauce de las
materias excluidas de su capacidad nor-
mativa y sin dejar de hacer constantes
referencias al aludido Real Decreto-ley
7/1996. Así, de un lado, el autor analiza
cómo la reserva de actividades al sector
público podría llegar a afectar a los de-
rechos, deberes y libertades de los ciu-
dadanos regulados en el Título I de la
Constitución, no sólo a través de la inci-
dencia en derechos tales como la liber-
tad de empresa —art. 38 CE— o la pro-

piedad —art. 33 CE—, sino, también,
mediante la alteración de alguno de los
derechos mencionados en el Capítulo
111, del Título 1 CE, dedicado a los prin-
cipios rectores de la política social y
económica. Con todo, esta última posi-
ción resulta considerablemente arries-
gada, habida cuenta del extendido reco-
nocimiento entre la doctrina de la confi-
guración legal de los derechos a los que
se alude en aquel Capítulo III. En cual-
quier caso, y siguiendo con el estudio
de la reserva material negativa del de-
creto-ley, no se deja de reflexionar en el
libro sobre el alcance que la reserva de
un servicio esencial a una Entidad Lo-
cal pueda tener como elemento que
afecte al ordenamiento de las institu-
ciones básicas del Estado, en concreto,
al ordenamiento de la Administración
Local. Lo cierto es que las conclusiones
a las que T. DE LA QUADRA llega en este
punto reflejan la inadecuación de elegir
el decreto-ley como vehículo de reserva
a las Entidades Locales, pues aunque
aquella no necesariamente afectará a
los derechos, deberes y libertades, en
opinión del autor, sí alterará el ordena-
miento de las instituciones básicas del
Estado.

4. La siguiente idea inspiradora de
la monografía, una vez se dejan atrás las
cuestiones relativas a la interpretación
del artículo 128.2 CE, es el estudio de la
ley concreta que pueda efectuar una re-
serva de servicios en el ámbito local
—más allá, claro está, de la LBRL—. En
particular, el análisis de este extremo se
centra en dilucidar qué instancia terri-
torial puede elaborar esa ley o qué títu-
los competenciales se pueden esgrimir
para dictar esa ley, llegando el profesor
a proponer alguna alternativa no exenta
de problemas, como la relativa a la efi-
cacia del título autonómico sobre desa-
rrollo de bases del régimen local para
dictar una ley de reserva de un servicio
encuadrable en un sector material atri-
buido al Estado a través de su compe-
tencia residual —art. 149.3 CE—, pero
en el que aquel no haya dictado legisla-
ción específica. Planteamiento que po-
dría hacer imaginar una ley autonómica
convertida en una suerte de norma su-
pletoria de la estatal.
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Insistiendo en la ley que efectúe la re-
serva, aunque no ya con relación a la
competencia sobre la misma, sino a su
contenido específico, reflexiona el autor
sobre cómo la autonomía local debe me-
dial ¡zar la norma expresión de la volun-
tad popular. Así, considera que la auto-
nomía local hace aconsejable que sean
reservados a ese sector público todos
aquellos servicios que el legislador en-
tienda esenciales, desde un punto de vis-
ta loimal, o tendentes al monopolio,
siempre que no supongan un perjuicio
para la economía, sin entrar a valorar la
oportunidad de la reserva, para, de este
modo, trasladar al ámbito de decisión
local la toma de postura última, y no
predeterminada, que no quebrante la au-
tonomía que la Constitución garantiza.

5. Una vez estudiada la ley que da
cobertura a la reserva local, aborda
T. DI:. LA QUADRA el papel concreto de las
Entidades Locales en todo este entrama-
do. A partir de este punto, surgen los
planteamientos más relevantes a tener
en cuenta por la propia Administración
Local.

En primer lugar, analiza el profesor el
contenido del expediente de convenien-
cia y oportunidad que las Entidades Lo-
cales deben elaborar para poder acceder
al ejercicio de actividades económicas a
tenor del artículo 86 LBRL, requisito
necesario tanto para el ejercicio de las
mismas en concurrencia con los parti-
culares como para el posible monopolio
de las actividades reservadas en la Ley.
Con relación a este dato, se examina
cuáles son las exigencias que la Admi-
nistración Local ha de cumplir para
acreditar la citada conveniencia y opor-
tunidad, teniendo siempre presente el
amplio margen de discrecionalidad que
resta, una vez superados tanto la confir-
mación de que la actividad tiene causa
que la justifique —que no podra ser ex-
clusivamente el ánimo de lucro, en opi-
nión del autor— como el estudio de los
beneficios c inconvenientes que la mis-
ma comporta.

Seguidamente, se analiza el alcance
de la participación de la Comunidad
Autónoma, necesaria toda vez que la
pretendida actuación en la economía no
se limite a la simple concurrencia, sino

que se trate de prestar alguno de los
servicios reservados en régimen de mo-
nopolio. El Profesor DE I.A QUADRA se
pronuncia entonces sobre el extremo al
que se puede llevar la aprobación por el
órgano de gobierno de la Comunidad Au-
tónoma, prevista en el último párrafo
del artículo 86.3 LBRL. del expediente
de conveniencia y oportunidad. Llega a
la conclusión de que la Administración
autonómica no debe negar su aproba-
ción a la decisión local, salvo que apre-
cie ya algún vicio formal en el procedi-
miento previo tramitado por la Entidad
Local, ya la confluencia en el supuesto
de algún interés distinto de los específi-
cos de la Entidad que pretende ejercer
la actividad monopolizada, por lo tanto,
de algún interés supralocal que haya
sido obviado o con cuya valoración
no esté conforme la Comunidad Autó-
noma.

Por último, el autor revisa algunas de
las formas de gestión de las actividades
económicas de las Entidades Locales
previstas en nuestro ordenamiento. En
este caso, como se advierte en el libro y
venimos reiterando a lo largo de este co-
mentario, no se detiene el profesor en el
estudio de cada una de las distintas al-
ternativas, pues lo que pretende es, sen-
cillamente, poner de relieve cómo la fi-
nalidad que inspiró al legislador básico
del régimen local al regular esta materia
no fue otra que el control de la actividad
municipal, control que se manifiesta
tanto en las formas directas como en las
indirectas de gestión, si bien en las pri-
meras aquel es mucho más estrecho. La
argumentación del extremo anterior
tampoco es banal en la dialéctica del li-
bro, pues con ella el autor quiere mos-
trar su rechazo a la práctica seguida por
algunas sociedades mercantiles de capi-
tal íntegramente local que deciden,
aprovechando el beneplácito de la legis-
lación mercantil que les da cobertura,
participar en sociedades interpuestas
que escapan totalmente ya no sólo a las
fórmulas más relajadas de fiscalización
de la gestión indirecta, sino, especial-
mente, al control más riguroso que se
supone a las fórmulas de gestión direc-
ta, de una de las cuales, sociedad de ca-
pital municipal, pueden traer causa las
nuevas sociedades interpuestas.
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6. Hasta aquí llega la exposición del
Profesor DE LA QUADRA relativa a la acti-
vidad económica de las Entidades Loca-
les, pues, a partir de este momento, re-
flexiona sobre dos problemas que alcan-
zan a la actividad económica de todo el
sector público. En primer lugar aporta
su valoración del principio de igualdad
entre empresas públicas y privadas en el
marco de una economía de mercado.
Para ello despliega el principio en dos
vertientes, concluyendo que la igualdad
ha de manifestarse en el ámbito operati-
vo de las empresas —extremo de gran
trascendencia en cuanto a la prohibi-
ción general, que no absoluta, de los
comportamientos de las sociedades pú-
blicas que pudieran introducir distorsio-
nes en el mercado—: pero sin que los fi-
nes perseguidos por las entidades mer-
cant i les públ icas y pr ivadas deban
equipararse, pues el autor estima que,
sin perjuicio de que el ánimo de lucro
pueda incluirse en distinta medida en el
elenco de aspiraciones del sector públi-
co, aquel ha de ser en todo caso un sim-
ple acompañante del fin inherente a la
empresa pública: el interés general, in-
terpretado en cada caso concreto en
atención a las necesidades a las que la
actividad económica pública esté res-
pondiendo. Así dice el profesor:

«la idea de la eficiencia económica
serviría, en lodo caso, para poner
un limite al uso de la iniciativa
pública en la actividad económica.
Si, de entrada, se piensa en tener
pérdidas probablemente más vale
utilizar una fórmula distinta de la
actividad económica —haciendo
alusión a la igualdad operativa—.
Pero no puede descartarse que la
empresa pública busque unos cier-
tos objetivos de reparto que, sin
menoscabo de la búsqueda de la
eficiencia e incluso de la obtención
de beneficios, no condicionen sin
más toda la razón de ser de ¡a pre-
sencia de la actividad económica a
la obtención de un lucro».

Finalmente, no se sustrae el autor a
comentar la incidencia de la incorpora-
ción de España a las Comunidades Eu-
ropeas sobre el papel del sector público

como operador económico. En este sen-
tido, destaca cómo parece atisbarse un
nuevo punto de inflexión en la interpre-
tación europea sobre la compatibilidad
con los Tratados de los servicios públi-
cos y la iniciativa pública en la econo-
mía, a raí/ no ya sólo de la jurispruden-
cia sentada en las Sentencias Corbeau y
Abuelo (1), sino también del nuevo pre-
cepto 16 de la versión consolidada del
Tratado CEE, introducido por el artícu-
lo 7 D del Tratado de Amsterdam (2).

Pero el Profesor Dr. LA QUADRA no sólo
da noticia de esta nueva tendencia, que
se espera más permisiva con la iniciati-
va pública en la actividad económica,
sino que, a la vista de la variación que
esta interpretación ha experimentado y,
por qué no, podrá todavía experimentar,
reflexiona sobre cómo encajar esas pre-
misas europeas en nuestro texto consti-
tucional. De tal modo que, para concluir
su trabajo, conduce su discurso a elabo-
rar su propia respuesta a lo que ha veni-
do en llamarse las mutaciones de la
Constitución o del Estado.

7. Las líneas anteriores han servido
para apuntar las materias que se pueden
encontrar desarrolladas en la monogra-
fía. En ella, el autor ha tratado de dar
respuesta a distintas cuestiones que aca-
ban confluyendo en un tema tan de ac-
tualidad como es el papel que al Estado
—entendido en su sentido más amplio—
toca desempeñar en la sociedad contem-
poránea. Ciertamente, las exposiciones

(1) Tanto la jurisprudencia comunita-
ria sobre esta materia en general como
las citadas sentencias han sido ya objeto
de estudio por el autor en un anterior tra-
bajo, Liberalización de las telecomunica-
ciones, sen'icio público y constitución eco-
nómica europea, editado por el Centro de
Estudios Constitucionales en el año 1995.

(2) «... a la vista de! lugar que ¡os ser-
vicios de interés económico general ocu-
pan entre los valores comunes de la Unión,
asi como de su papel en la promoción de la
cohesión social y territorial, la Comunidad
v los Estados miembros, con arreglo a sus
competencias respectivas y en el ámbito de
aplicación del presente Tratado, velarán
por que dichos seivicios actúen con arreglo
a principios y condiciones que les permi-
tan cumplir su cometido».
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sobre esta cuestión difícilmente pueden
tener un contenido exclusivamente téc-
nico jurídico, pues las técnicas no son
más que respuestas a problemas, modu-
ladas por un sustrato ideológico. Cómo
entender si no la defensa de la partici-
pación pública en la economía con total
asimilación al sector privado, la defensa
de la participación pública finalista, la
defensa de la participación subsidiaria,
e incluso el rechazo, en cualquier caso,
de la participación.

Profesor DE LA QUADRA se podría si-
tuar entre quienes realizan una inter-
pretación linalista del papel del Estado,
de tal modo que busca justificaciones,
para toda su actuación, en el interés ge-
neral al servicio del que pone todo el
aparato público. Por descontado, esta
opción es trasladada a un sector público
concreto, el local. Por eso, el análisis del
libro responde a distintas interrogantes,
pero siempre desde el prisma de su per-
sonal entendimiento del sector público
en sentido amplio.

Ahora bien, otro dato merece ser des-
tacado de la lectura del texto comenta-
do, y este es el sumo cuidado, casi se
podría decir afecto, con el que el autor
trata el tema de la autonomía local. Así,
en este entramado de cuestiones a resol-
ver no sólo podemos decir que el profe-
sor actúa inspirado por su interpreta-
ción del papel del sector público, sino
que aquella es conjugada constantemen-
te con el respeto por la autonomía de
esas Entidades Locales que tanta tradi-
ción han tenido, si no necesariamente
en el plano teórico, sí al menos en el de-
venir táctico de nuestra historia admi-
nistrativa.

En fin, para concluir, quizá proceda
redundar en una idea que se dejó ya
apuntada al comenzar este comentario.
Leer esta monografía no es sólo un ejer-
cicio de estudio. Es una ocasión para
sentarse a escuchar lo que el Profesor
DE LA QUADRA. desde su propia experien-
cia como jurista, quiere compartir con
el lector. Al fin y al cabo, el germen del
mismo no fue otro que una exposición a
un auditorio que tuvo la mayor fortuna
de contar, en aquel acto, con la presen-
cia del Profesor Di:. LA QUADKA-SALCEDO.

Belén PORTA PEGO

SAIZ ARNAIZ, A.: La apertura al Dereclw
Internacional y Europeo de los dere-
chos ¡mínanos. El articulo 10.2 de la
Constitución Española, Consejo Gene-
ral del Poder Judicial, Madrid, 1999,
302 págs.

Merece destacada reseña el tratamien-
to monográfico que del artículo 10.2 CE
realiza este constitucionalista de la Uni-
versidad del País Vasco, en un libro que
ha visto la luz cuando terminaba el año
1999. Y ya que de dar cuenta de un libro
se trata, procede ensayar una síntesis
(inevitablemente simplificadora) de lo
tratado en este trabajo. Asi, en l;i prime-
ra parte se nos desvelan las peripecias
que, en sede constituyente, precedieron
al alumbramiento de este apartado se-
gundo del artículo 10 CE, que, recuérde-
se, no figuraba en el Anteproyecto y
que. si bien fue formalmente introduci-
do en el debate senatorial, ya en el Con-
greso de los Diputados su contenido fue
discutido en un primer intento de inclu-
sión que resultaría inicialmente frustra-
do. En todo caso, llama la atención la
viveza con la que se planteó la discusión
de este precepto, debido fundamental-
mente a la sospecha —infundada, corno
el tiempo se encargaría de demostrar—
de que lo que impulsaba su introduc-
ción tenía relación con la «cuestión de
la enseñanza» (que tanto puso en peli-
gro el consenso constituyente).

El siguiente capítulo está dedicado a
«El Estado internacionalmente limitado
y los derechos fundamentales», en cuya
primera parte se trata de la relación
existente entre lóselos apartados del ar-
tículo 10 CE. Mientras el primero de
ellos viene a explicitar la asunción de
los valores inalienables (la dignidad y la
libertad de la persona) por el orden in-
ternacional —y, sobre lodo, europeo—,
el apartado segundo no significa sino un
refuerzo de la garantía de tal asunción
constitucional; refuerzo original, cierta-
mente, en el panorama constitucional
democrático-liberal, si exceptuamos la
Constitución portuguesa de 1976 (cuyo
art. 16 se analiza también). Se reseñan
en este apartado dos propuestas teóricas
para el refuerzo del compromiso interno
con el Derecho Internacional de los de-
rechos humanos: a) los planteamientos
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